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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  205-2021 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., mayo cinco (05) de dos mil veintiuno (2021) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por la señora JUANITA 

MARTÍNEZ, identificada con la C.C. No. 80.089.883, contra la UNIDAD PARA 

LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS - UARIV, por 

vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de petición e 

igualdad. 

 

ANTECEDENTES 

 
La señora JUANITA MARTÍNEZ, identificada con la C.C. No. 80.089.883, 

presenta acción de tutela contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS – UARIV, para que se 

pronuncien sobre el derecho de petición impetrado por la accionante con 

radicado No. 2021-711-595764-2 de marzo 12 de 2021, en el que solicitó 

la realización de un nuevo PAARI MEDICIÓN DE CARENCIAS y una nueva 

valoración para determinar el estado de las Carencias y de Vulnerabilidad y 

como consecuencia de ello se CONCEDA la ATENCIÓN HUMANITARIA 

PRIORITARIA o se estudie la posibilidad de CONCEDER la atención 

humanitaria, en caso de asignarse un turno, se manifieste por escrito cuando 

se le va a otorgar esa ayuda humanitaria, así mismo se pronuncien sobra las 

demás pretensiones incoadas por el accionante 

 

Fundamenta su petición en el artículo 13 y 23 de la Constitución Política, y la 

Sentencia T-025 de 2004. 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de abril veintitrés (23) de dos mil veintiuno (2021), 

dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad 

accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de 
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defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 

La accionada UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 

LAS VÍCTIMAS - UARIV, en alguno de los apartes de la respuesta relacionó lo 

siguiente: 

 
“Me permito informar al Despacho que como requisito indispensable para que una 
persona pueda acceder a las medidas previstas en la Ley 1448 de 2011 “Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras”, ésta debe haber presentado declaración ante el 
Ministerio Público 1 y estar incluida en el Registro Único de Victimas – RUV. Para 
el caso de JUANITA MARTÍNEZ informamos que efectivamente cumple con esta 

condición y se encuentra incluido(a) en dicho registro por el hecho victimizante de 
DESPLAZAMIENTO FORZADO, mediante el marco normativo de la Ley 387 de 
1997, bajo el CASO 1041188”. 
 
“La señora JUANITA MARTÍNEZ presentó derecho de petición el día 12 de marzo 

de 2021, solicitando el pago de atención humanitaria por el hecho victimizante de 

DESPLAZAMIENTO FORZADO, se emitió comunicación con radicado número 
20217209320291 de 21 de abril de 2021, donde se le informo que al grupo 
familiar del accionante se le realizo el proceso de medición de carencia 
determinando en la suspensión de la atención humanitaria, por ende, se expidió 
certificado del grupo familiar. Dicho comunicado se remitió a la dirección aportada 
en la solicitud”. 
 

“La entidad procedió a enviarle comunicación con radicado número 
202172011021761 del día 26 de abril de 2021, donde se le informo que al 
grupo familiar del accionante se le realizo el proceso de medición de carencia 
determinando en la suspensión de la atención humanitaria dicha decisión se 
encuentra debidamente motivada mediante la Resolución No. 0600120202954470 
de 2020, notificado por medio de aviso público desafijado el día 25 de enero de 
2021, cabe resaltar que La señora JUANITA MARTÍNEZ no interpuso los recursos 

de ley, para controvertir la decisión de la administración, al no haber interpuesto 
dichos recursos la decisión se encuentra en firme, por otro lado, se le informo el 
proceso de paari, visita y se expidio certificado del grupo familiar anexado en la 
comunicación. Dicho comunicado se remitió a la dirección electrónica aportada en 
la acción de tutela”. 

 

“la Entidad a la que represento no ha incurrido en vulneración de los derechos 
fundamentales reclamados por la parte accionante, toda vez que la Unidad para 
las Víctimas, en cumplimiento con el Decreto 1084 de 2015, profirió la Resolución 
No. 0600120202954470 de 2020, haciendo la salvedad que luego de la aplicación 
de la identificación de carencia, se estableció que al grupo familiar tiene cubiertos 
los componentes de alimentación básica y alojamiento temporal, lo cual 
evidenciaré”. 

 
“De acuerdo con lo señalado en el artículo 47 de la Ley 1448 de 2011, que 
establece la atención humanitaria como una de las medidas para la atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, y los 
artículos 62 a 65 que regulan las etapas y competencias para la entrega de la 
atención humanitaria a las víctimas de desplazamiento forzado en tres etapas, a 
saber: inmediata, de emergencia y de transición. Lo anterior, de acuerdo con el 

Capítulo 5 del Decreto 1084 de 2015”. 
 
“Al analizar el caso se encuentra que el hogar representado por el (la) señor(a) 
JUANITA MARTÍNEZ, identificado(a) con cédula de ciudadanía No. 
55.173.778 fue sujeto del proceso de identificación de carencias y en 

consecuencia se decidió suspender en forma definitiva la entrega de la 

atención humanitaria al hogar, disposición motiva mediante Resolución No. 
0600120202954470 de 2020, notificado por medio de aviso público 
desafijado el día 25 de enero de 2021”. 
 
“es importante indicar que, para tal caso, tratándose de un procedimiento 
administrativo que dispone de los términos referidos en la Ley 1437 de 2011, la 
señora JUANITA MARTÍNEZ pudo interponer los recursos de Ley, para controvertir 

la decisión de la administración y pretender, en sede administrativa, una 
modificación de la decisión. Al no haber interpuesto dichos recursos la decisión se 
encuentra en firme”. 
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“Por lo anterior, no es procedente acceder a la solicitud de entrega de atención 
humanitaria presentada por la víctima”. 

 
“la Unidad ha realizado el acompañamiento necesario garantizado la entrega de 
los componentes de atención humanitaria cuando realmente fueron necesitados, 

sin embargo, a la fecha dicho acompañamiento ha logrado sus frutos, en la 
actualidad este núcleo familiar cuenta con los medios propios para su auto 
sostenimiento”. 
 
“las medidas de asistencia obedecen a un socorro temporal que no pueden 
prolongarse en el tiempo o en su defecto continuaríamos prestando asistencia a 
personas que ya no la necesitan y dejando de brindarlas a aquellos más 

necesitados, vulnerando derechos a la igualdad que les asiste a todas las víctimas 
de desplazamiento forzado, inclusive causando un déficit del sistema de 
asistencia”. 
 
“Según lo informado anteriormente, el hogar del accionante fue sujeto del 
procedimiento de identificación de carencias arrojando como resultado la 

suspensión definitiva de la atención humanitaria, por ello, es importante recordar 
que la atención humanitaria es una medida de socorro temporal que busca mitigar 
las carencias en alojamiento temporal y alimentación derivadas de un 
desplazamiento (Artículo 2.2.6.5.1.5 Decreto 1084 de 2015)”. 

 
“cuando el hogar que solicita atención humanitaria goza del derecho a la 
subsistencia mínima o cuando mediante el proceso de identificación de carencias 

se puede determinar que estas no guardan relación con el desplazamiento, no hay 
lugar a la provisión de la ayuda. Esto no significa que el hogar ya no sea sujeto de 
atención, por el contrario, la Unidad para las Víctimas apoyará a estos hogares a 
seguir avanzando en la ruta de superación de situación de vulnerabilidad”. 
 
“La atención humanitaria es una medida de asistencia orientada a mitigar 
carencias en los componentes de alojamiento temporal y alimentación de la 

subsistencia mínima asociada al desplazamiento forzado”. 
 
“Cuando existan carencias, que no guardan ninguna relación de causalidad directa 
con el hecho del desplazamiento (numeral 3 del artículo 2.2.6.5.5.10 del Decreto 
1084 de 2015), la acción del Gobierno debe dirigirse a activar la oferta social 
pertinente para promover el empleo, el emprendimiento, el auto sostenimiento, la 

formación de capacidades o los subsidios. Ante estos casos, la atención 
humanitaria no es una medida procedente toda vez que ya se ha perdido su ámbito 
de aplicación y esta no debe ser entendida como parte de las soluciones 
duraderas”. 

 
“la Unidad para las Víctimas dilucidó que el hogar no presenta carencias de 
extrema urgencia en ninguno de los componentes y que como resultado del 

proceso de medición que se mencionó anteriormente las carencias que pudiese 
presentar el hogar no son como consecuencia directa del desplazamiento forzado, 
finalmente y de manera accesoria se validó que el hogar fue víctima de 
desplazamiento forzado con una anterioridad igual o superior a (10) años, con 
respecto a la fecha de solicitud, por lo que se puede concluir los miembros del 
hogar en aras de mejorar su calidad de vida, han suplido por sus propios medios 
o a través de la oferta brindada por el Estado los componentes de la subsistencia 

mínima”. 

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  
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Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 

El artículo 23 de la Carta Política el cual dispone:" Toda persona tiene derecho 

a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución...". 

 

De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 
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forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 

 

El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 

En  apoyo  de  las  anteriores  consideraciones y para una mayor claridad de las 

anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado 

estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, 

sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 

  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 

desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 
se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 

a la participación política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con 
estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 

se concreta siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine. 

 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 

particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 
presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 
de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 
el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 
otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 

la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 
un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

 
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 

la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 
acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 
dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el 
cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 
del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 
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de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 
Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que 

ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la 
respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes. 

 
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 
más: 

 
j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 

deber de responder; 
 

k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 
respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

  
Frente a la presunta vulneración del Derecho a la igualdad conviene anotar lo 

sostenido por la Corte Constitucional: 

 
“(…) El objeto de la garantía ofrecida a toda persona en el artículo 13 de la Carta 

no es el de construir un ordenamiento jurídico absoluto que otorgue a todos 
idénticos trato dentro de una concepción matemática, ignorando factores de 
diversidad que exigen del poder público la previsión y la práctica de razonables 
distinciones tendientes a evitar que por la vía de un igualitarismo ciego y formal 
en realidad se establezcan, se favorezca o se acreciente la desigualdad, para ser 
objetiva y justa, la regla de la igualdad ante la ley, no puede desconocer en su 
determinación tales factores, ya que ellas reclaman regulación distinta para 

fenómenos y situaciones divergentes (...)”. 
 
“(…) La igualdad exige el mismo trato para los entes y hechos que se encuentren 
cobijados bajo una misma hipótesis y una distinta regulación respecto de los que 
presentan características desiguales, bien por las condiciones en medio de las 
cuales actúan, ya por  las circunstancias particulares que los afectan, pues unas 
u otras hacen imperativo que, con base en criterios proporcionados a aquellas, el 

Estado procure el equilibrio, cuyo sentido en derecho no es otra cosa que la justicia 
concreta” Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-094 del 27 de febrero 
de 1993) (…)”. 

 

Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se 

centra en obtener respuesta a la petición enunciada en el acápite de 

antecedentes de la presente providencia, sobre lo cual la accionada, conforme 

obra en la contestación allegada adosó, copia de los oficios con radicado No. 

20217209320291 de fecha 21 de abril de 2021 y 202172011021761 de 

fecha 26 de abril de 2021, que fueron dirigidos a la accionante y enviados al 

correo electrónico: adri.saca86@gmail.com, con lo que se acredita que la 

accionada dio respuesta a los interrogantes de la accionante. 

 

Sin más consideraciones, es del caso dar por superado el hecho objeto de 

decisión. 

 

D E C I S I Ó N 

 

En Mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C, Administrando Justicia en nombre de La República De Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

mailto:adri.saca86@gmail.com
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R E S U E L V E 

 

PRIMERO: NEGAR por HECHO SUPERADO la acción invocada por la señora 

JUANITA MARTÍNEZ, identificada con la C.C. No. 80.089.883, contra la 

UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 

- UARIV, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 

La Juez,                  

 
 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 
JERH 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

 
No. 066 del 07 de mayo de 2021 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  208-2021 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

 Bogotá D.C., mayo seis (06) de dos mil veintiuno (2021)  

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el Doctor YOHAN 

ALBERTO REYES ROSAS, identificado con la C.C. No. 7.176.094, Apoderado 

de la señora PILAR JANNETH GÓMEZ CASTRO, identificada con la C.C. No. 

51.953.443, contra la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C. y 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., por vulneración al derecho fundamental 

constitucional de petición. 

 

ANTECEDENTES 
 

 

El Doctor YOHAN ALBERTO REYES ROSAS, identificado con la C.C. No. 

7.176.094, Apoderado de la señora PILAR JANNETH GÓMEZ CASTRO, 

identificada con la C.C. No. 51.953.443, presenta acción de tutela contra la 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C. y FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A., para que se pronuncien sobre el derecho de petición 

impetrado por la accionante con radicado No. E-2020-21363, mediante el cual 

solicitó el cumplimiento a la sentencia proferida a favor de la señora PILAR 

JANNETH GÓMEZ CASTRO, como consecuencia de lo anterior se sirvan expedir 

Acto Administrativo que dé cumplimiento a la sentencia en mención, así mismo 

se pronuncien sobre las demás pretensiones incoadas por la accionante. 

 
Fundamenta su petición en los artículos 23, de la Constitución Política de 

Colombia de 1991, Ley 1437 de 2011, Sentencia T-1004 de 2010, Sentencia T-

503 de 2002, Sentencia T-259 de 1999, Sentencia T-477 de 2002, Sentencia T-

1006 de 2001. 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021), 

dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a las entidades 
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accionadas mediante correo electrónico, a fin de que ejercieran su derecho de 

defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 
La accionada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C., en apartes de 

la respuesta relacionó: 

 
“De manera atenta y en mi calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la 
Secretaría de Educación Distrital, en ejercicio de la representación judicial 

conferida en el artículo 8 del Decreto 330 de 2008, presento informe de la acción 
de tutela de la referencia, de conformidad con lo requerido mediante el auto del 
28 de abril de 2021, notificado a la SED el día 29 de abril de 2021, y con término 
para responder de 1 día”. 
 
“En primer lugar, se hace necesario informar al despacho judicial, que la señora 

PILAR JANNETH GÓMEZ CASTRO, registra en nuestra base de datos como 
docente del Distrito”. 
 

“La accionante solicitó el pago de una sanción moratoria ordenada en fallo 
contencioso el cual fue radicado ante la Secretaría de Educación del Distrito el 
pasado 07 de febrero de 2020 mediante el oficio E-2020-21363; frente al anterior 
trámite es importante informar al Despacho que se gestionó el mismo de la 

siguiente forma: 
 
“a. Mediante Oficio S-2021-28452 del 17 de febrero de 2020, se trasladó por 
competencia a la FIDUPREVISORA S.A, el cumplimiento del FALLO CONTENCIOSO 
de la accionante, de manera digital al aplicativo ONBASE como se observa en la 
imagen: 
 

   
 

“b. Mediante oficio S-2020-31256 del 20 de febrero de 2020 enviado a la 
accionante, la Secretaría de Educación del Distrito, informó el trámite y traslado 
del FALLO CONTENCIOSO a la FIDUPREVISORA S.A, con el fin de se realice la 
correspondiente inclusión a nómina, recibido el 24 de febrero de 2021 en la 
dirección suministrada por el apoderado de la accionante como se visualiza: 

 

 



3 

 

“c. El día 17 de marzo de 2021, se realizo la consulta en el aplicativo ONBASE de 
la FIDUPREVISORA S.A. del estado de este trámite del fallo contencioso de la 

accionante, el cual a la fecha aun desde el mes de febrero de 2020 se encuentra 
en etapa de “ESTUDIO”, COMO SE OBSERVA EN LA IMAGEN: 
 

 
 
“d. Adicionalmente mediante correos electrónicos de fecha 17 y 18 de febrero de 
2020 se envió al correo electrónico de la docente, registrado en las bases de datos, 
la información correspondiente del trámite realizado al FALLO CONTENCIOSO DE 
SANCIÓN POR MORA radicado”. 
 
“no puede endilgarse responsabilidad a esta Secretaría de no dar respuesta al 

citado “Derecho de Petición”; si bien es cierto la accionante radicó su solicitud 
ANTE LA SECRETARIA DE EDUCACION DEL DISTRITO- SED, el mismo se trasladó 
por competencia a la FIDUPREVISORA S.A”. 
 
“Lo anterior en vista de que, el mismo tiene por objeto el cumplimiento de un fallo 
judicial, solicitado por la accionante PILAR JANNETH GÓMEZ CASTRO y de 

acuerdo al comunicado No. 10 del 1 de septiembre de 2017 y al comunicado No 
20 del 30 de noviembre de 2017 emanado por la misma entidad fiduciaria, es la 
única competente para tramitar las solicitudes de fallos contenciosos que versen 
sobre sanción moratoria como se explicara a continuación: 
 
“La Fiduprevisora S.A, nos informó de un nuevo procedimiento implantado para 
dar cumplimiento no solo a los fallos contenciosos que reliquidan o reconocen 

pensión, sino también a aquellos que reconocen sanción por mora por el pago 
tardío de las cesantías, contenido en la COMUNICACIÓN No. 10 de fecha 01 de 
septiembre de 2017”. 
 
“En virtud de ese procedimiento se estableció lo siguiente: 
 

 
 

“De acuerdo a lo anterior, NO ES COMPETENCIA de esta Secretaría dar 
cumplimiento a dicha solicitud, habida cuenta de que la gestión a cargo de la SED 
consistió en recolectar la documentación necesaria para el envío del expediente 
del accionante a la FIDUPREVISORA S.A., situación que fue realizada mediante el 
oficio S-2021-28452 del 17 de febrero de 2020, remitido a la 
FIDUPREVISORA S.A. y recibido en la citada entidad fiduciaria de manera 

digital”. 

 
“Por ende, no es dable expedir acto administrativo alguno de 
reconocimiento por esta Secretaría de Educación, sino de la entidad 
pagadora responsable de resolver de fondo la petición de sanción por 
mora, es decir, la Fiduciaria La Previsora S.A”. 
 

“Señor Juez, debe tenerse en cuenta que el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio es una cuenta especial en la cual ingresan recursos 
que se encuentran constituidos por el valor total de las cotizaciones por afiliado. 
Es así que, la Fiduprevisora S.A. en su calidad de administradora de los recursos 
del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en virtud del Decreto 2831 de 
2005 por autorización de la Ley 91 de 1989, y del contrato de fiducia mercantil 
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contenido en la Escritura Pública #0083 de 21/06/1990 autorizada en la Notaria 
44 del Círculo de Bogotá, entre la Fiduciaria La Previsora FIDUPREVISORA S.A. y 

la NACIÓN MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, es la responsable de 
PAGAR las prestaciones sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y que prestan sus servicios a los 

entes territoriales”. 

 
“Para el caso concreto, la Secretaría de Educación Distrital no puede atender lo 
relacionado con el cumplimiento del fallo judicial de la docente, toda vez que no 
es la entidad pagadora; por ende, debe insistir ante la sociedad fiduciaria para que 
dé cumplimiento al mismo. Es responsabilidad de Fiduciaria la Previsora S.A, 

dar respuesta con relación a la petición solicitada por el apoderado de la 
accionante PILAR JANNETH GÓMEZ CASTRO”. 

 

La accionada FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., en apartes de su respuesta 

indicó lo siguiente: 

   
“En procura de la protección de los Derecho Fundamentales de PILAR JANETH 
GOMEZ, interpone acción de tutela con el fin de que se le proteja su derecho 

fundamental y en consecuencia se ordene a la entidad accionada dar respuesta a 
la petición en el cumplimiento de un fallo judicial”. 

 
✓ “El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio fue creado por 

la Ley 91 de 1989, como una cuenta especial de la Nación, con 
independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica 
cuyos recursos son administrados por FIDUPREVISORA S.A., en virtud 

de un contrato de Fiducia Mercantil contenido en la Escritura Pública No. 
0083 del 21 de junio de 1990”.  
 

✓ “2. Teniendo en cuenta lo anterior es necesario señalar que 
FIDUPREVISORA S.A. es una sociedad Anónima de Economía Mixta de 
carácter indirecto del sector descentralizado del orden nacional, sometida 
al régimen de empresas industriales y comerciales del Estado y en 

consecuencia no tiene competencia para expedir Actos 
Administrativos, pues esa facultad se la otorga la Ley a las entidades 
públicas que ejercen función pública. (Art 93 Ley 489 de 1998)”.  

 
✓ “3. Su objeto social exclusivo es la celebración, realización y ejecución de 

todas las operaciones autorizadas a las sociedades fiduciarias, por normas 

generales y por normas especiales esto es, la realización de los negocios 

fiduciarios descritos en el Código de Comercio y previstos tanto en el 
Estatuto Orgánico del Sector Financiero como en el Estatuto de la 
Contratación de la Administración Pública”. 

 
✓ “4. De acuerdo a lo anterior, FIDUPREVISORA S.A. administra los recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-FOMAG, con el 

fin de que se atienda de manera oportuna el pago de las prestaciones 
sociales del personal docente, previo trámite que debe llevarse a cabo en 
las secretarias de educación”.  

 
✓ “5. En consecuencia, esta entidad fiduciaria no tiene competencia para 

expedir actos administrativos de reconocimiento de prestaciones 
económicas de los docentes afiliados al FNPSM. Tal como se explicará en 

el presente escrito, su función se limita a aprobar el proyecto de acto 
administrativo que son remitidos por las secretarias de educación, 
entidades que expiden la resolución correspondiente una vez la 
FIDUPREVISORA S.A., verifique el cumplimiento de los requisitos legales 
necesarios para el reconocimiento de las prestaciones sociales solicitadas 

por la población docente”. 

 
✓ “6. En este sentido, a esta entidad fiduciaria le corresponde velar porque 

los recursos del Fondo del Magisterio se administren correctamente, lo que 
implica que cualquier erogación debe estar correctamente soportada en un 
acto administrativo conforme a la constitución y la Ley y si los mismos 
adolecen de algún requisito de fondo o de forma, debe devolverlo al 
funcionario competente para que se hagan las correcciones del caso. La 
entidad fiduciaria en ningún momento puede proceder a realizar 

reconocimientos, modificaciones, correcciones, adiciones u otros 
de actos administrativos, ni proceder a realizar pago alguno 
mientras no exista el acto administrativo que así lo determine, 
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teniendo en cuenta que se trata del respaldo contable de la 
erogación de los dineros del erario público. Se reitera que las 

entidades encargadas de proferir los actos administrativos de 
reconocimiento de las prestaciones sociales solicitadas por la 
población son las secretarías de educación”.  

 
“me permito informar que el artículo 3° del Decreto 2831 de 2005 
desarrolla el procedimiento que debe seguir el personal docente para 
solicitar el reconocimiento y pago de prestaciones sociales y económicas, 
de la siguiente manera: 
 
“ARTÍCULO 3o. GESTIÓN A CARGO DE LAS SECRETARÍAS DE EDUCACIÓN. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 3o de la Ley 91 de 1989 y el 
artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes 
relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las 
secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces”. 

 
1. “Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes 

relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo 

con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos de dicho Fondo”.  
 

2. “Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de 
los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta 
adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y 
prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con 
la normatividad vigente”.  

 
3. “Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de 

reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles 
siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 
aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral 
anterior del presente artículo”. 

 
4. “Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de 

reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, 
de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que 
las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que 

haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley”. 

 
5. “Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de 
los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a 
cargo de este, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para 

efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a que estos se 
encuentren en firme”. 

 
“Artículo 4°: Trámite de solicitudes. El proyecto de acto 
administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore 
la secretaría de educación o la entidad que haga sus veces, de 

la entidad territorial certificada a cuya planta docente 
pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la 
sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos 
del Fondo para su aprobación”. 

  
“Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del 
proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir 
su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su 
decisión de no hacerlo e informar de ello a la respectiva 

secretaría de educación.” 
 

“La entidad Fiduciaria en ningún momento puede proceder a realizar 
reconocimientos, modificaciones, correcciones, adiciones u otros de actos 
administrativos, ni proceder a realizar pago alguno mientras no exista el acto 
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administrativo que así lo determine, teniendo en cuenta que se trata del respaldo 
contable de la erogación de los dineros del erario público”. 

 
“En este punto, resulta importante reiterar que las dos únicas funciones que 
cumple Fiduprevisora S.A. en calidad de vocera y administradora del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en relación con las solicitudes de 
reconocimiento de las prestaciones sociales en favor de los docentes, de acuerdo 
con el Decreto 2831 de 2005 que rige la materia, son:  

 
1. “ESTUDIAR los proyectos de acto administrativo (Resolución) que remiten las 

Secretarías de Educación a nivel nacional, devolviendo el resultado, en calidad 
de negado o aprobado, dentro de los quince (15) días siguientes a la radicación 
completa del mismo en el aplicativo destinado para ello y la remisión física del 

expediente”.  
 

2. PAGAR las prestaciones sociales reconocidas a través de una Resolución (Acto 
administrativo) que única y exclusivamente pueden promulgar las Secretarías 
de Educación a nivel nacional, una vez dicho ente territorial nos remita 
toda la documentación legalmente necesaria para proceder con el 
pago, es decir, copia de la resolución con constancia de ejecutoria y 

orden de pago sin errores.  
 

“En relación a la presunta vulneración al derecho de petición, me permito informar 
al despacho que una vez revisados los aplicativos de la entidad, en efecto 
evidenciamos petición conforme a la búsqueda realizada con el número de 
documento de identidad del accionante”. 
 

“Es necesario informar al despacho que procedimos a brindar respuesta al 
accionante dentro de su petición, para el efecto me permitiré anexar la respuesta”. 
 
“Ahora bien, es pertinente manifestar al juzgado que el trámite objeto de la acción 
constitucional se encontraba en estudio, conforme lo podrá evidenciar a 
continuación: 

 

 
 

“Como lo podrá evidenciar el despacho judicial la prestación objeto de la acción 
constitucional se encuentra en estudio”. 

 
“De otra parte, no está de más, informarle a su Despacho que la revisión de los 
expedientes que ingresan con solitudes prestacionales revisten de cierto grado de 
complejidad, al tratarse de reconocimientos de carácter económico que podrían 

llegar a afectar el erario público y por ende, hasta tanto no se efectué un estudio 
de fondo del reconocimiento”. 

 
“Es necesario informarle al despacho que la solicitud del accionante se trasladó al 
área encargada para que realicen el estudio correspondiente de la prestación”. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como  se  sabe,  la  acción  de tutela, consagrada en la Constitución Política de 
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Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 

 
CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 
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El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone: “…Toda persona tiene 

derecho   a   presentar   peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por 

motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución…”. 

 
De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 

 
El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado en el 

art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, con 

efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que debe 

hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha de 

recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de días, 

éstos son hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 
En apoyo de las anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las 

mismas, el Juzgado estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional, sobre el particular, en uno de sus fallos: 

 

“En la Sentencia T-1160ª de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 
desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual se 
fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T377 de 
2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de 

los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él 

se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la 
información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe 
resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 
3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos 
requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 
se concreta siempre en una respuesta escrita. 

 
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 

quienes   ejercen   autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las 
organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 
presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 
de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 
el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad 
de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, 
si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este 

será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 
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g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que 
tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla 

general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que 
señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el 
término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho 

lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el 
término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de 
razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en 
cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que 
la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia 
que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, 
la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) 

horas siguientes. 
 

En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 
más: 
 

j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera   del 

deber de responder; 
 
k)  Ante  la  presentación  de  una petición,  la  entidad  pública  debe  notificar su 

 

respuesta al interesado””. (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 
SOBRE LA CARGA DE LA PRUEBA  

 
La Corte Constitucional en sentencia T-571 de 2015 sobre el principio de la carga 

de la prueba en tratándose de acciones de tutela, concluyó que quien la instaura 

al estimar vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales, tiene la carga 

procesal de probar sus afirmaciones, sin perjuicio que la misma se invierta 

cuando existe un estado de indefensión o la imposibilidad fáctica o jurídica que 

probar los hechos que se alegan.  

  
“(…) “El artículo 22 del mencionado decreto, "el juez, tan pronto llegue al 

convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin 
necesidad de practicar las pruebas solicitadas". Pero esta disposición no puede 
entenderse como una autorización legal para que el juez resuelva sin que los 
hechos alegados o relevantes para conceder o negar la protección hayan sido 

probados, cuando menos en forma sumaria dadas las características de este 
procedimiento. Su determinación no puede ser adoptada con base en el 
presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su 
certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho 
fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente 
la tutela. A esa conclusión únicamente puede arribar el fallador mediante la 
evaluación de los hechos por él establecidos con arreglo a la ley y sin desconocer 

el derecho de defensa de las partes (…)". 

 
Así pues, la tutela solo sería procedente siempre y cuando se logre demostrar que 

el medio idóneo mencionado resulta ser ineficaz en el caso en concreto, lo cual 

una vez revisada la documental obrante dentro del expediente no sucede, pues 

como se mencionó en líneas anteriores la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

ha sido enfática en que la procedencia del amparo se encuentra sujeta a que el 

accionante acredite sumariamente las razones por las cuales el medio judicial 

ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos 

fundamentales presuntamente afectados. 

 

Finalmente tampoco se observa la existencia de una posible configuración de un 
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Perjuicio  irremediable,  que,  como  se sabe, debe reunir las condiciones de ser 

inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder 

prontamente; ser grave, es decir, que el daño o menoscabo material o moral en 

el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; ser urgente, es decir, que 

exija la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; 

ser impostergable, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como 

mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos. 

 
Sin más consideraciones, asistiéndole a la accionante otros mecanismos para 

prosperar lo pretendido, es del caso declarar IMPROCEDENTE la acción objeto 

de decisión, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 
D E C I S I Ó N 

 
En  Mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C, Administrando Justicia en nombre de La República De Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO:  DECLARAR  IMPROCEDENTE  la  acción  invocada  por el Doctor 

YOHAN ALBERTO REYES ROSAS, identificado con la C.C. No. 7.176.094, 

Apoderado de la señora PILAR JANNETH GÓMEZ CASTRO, identificada con la 

C.C. No. 51.953.443, contra la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

D.C. y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., por las razones expuestas en la 

parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: Si  la  presente  decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a 

la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591de 1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 
LA JUEZ,                  

 
ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 
JERH 

 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

 
No. 066 del 07 de mayo de 2021 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 


